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	REPÚBLICA DE CUBA
Misión Permanente ante la Oficina de las Naciones Unidas en Ginebra y los Organismos Internacionales en Suiza



Nota No.: 684/2022
La Misión Permanente de Cuba ante la Oficina de las Naciones Unidas en Ginebra y los Organismos Internacionales en Suiza, saluda atentamente a la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos y tiene a bien referirse al cuestionario enviado por el relator especial sobre los derechos de las personas con discapacidad, Sr. Gerard Quinn, de fecha 12 de agosto de 2022.
La Misión tiene a bien a trasladar en documento anexo los comentarios al respecto.
La Misión Permanente de Cuba ante la Oficina de las Naciones Unidas y las Organizaciones Internacionales en Suiza, aprovecha la ocasión para reiterar a la Oficina de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos el testimonio de su alta consideración.


Ginebra, 4 de noviembre de 2022

Oficina del Alto Comisionado 
de las Naciones Unidas
para los Derechos Humanos
Ginebra
Respuesta de Cuba a la solicitud de información del Relator Especial sobre los derechos de las personas con discapacidad. “Rediseñar los servicios para hacer efectivo el derecho a vivir de forma independiente y ser incluido en la comunidad para las personas en situación de discapacidad.”

La Constitución de la República de Cuba, en su artículo 89 establece que la protección de las personas en situación de discapacidad es una obligación del Estado, la sociedad y las familias. Esto refuerza el enfoque de derechos humanos en el tratamiento de la discapacidad en Cuba, tal y como regula la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.

Es una práctica del Estado cubano la permanente consulta a las organizaciones de personas en situación de discapacidad, ante la promulgación de una legislación o política alrededor del tema. 

Para la atención de este grupo se ha implementado una estrategia de desarrollo fundada en los principios de libertad, equidad, justicia social e inclusión. Su objetivo ha sido colocar en el centro de atención al ser humano, potenciando su desarrollo integral, autorrealización y proyecto de vida, así como su plena integración en la vida política, económica, social y cultural del país. 

El proceso de transformación de las situaciones de vulnerabilidad en comunidades, grupos, familias-hogares y personas, está respaldado legalmente en 3 Acuerdos del Comité Ejecutivo del Consejo de Ministros, que regulan el fortalecimiento de la actividad de Prevención y trabajo social en la comunidad.

El acuerdo 9040, aprobado por el Comité Ejecutivo del Consejo de Ministros, encarga a los Gobernadores e Intendentes la creación de las comisiones para el seguimiento y monitoreo de las disposiciones de la Convención de los derechos de las personas en situación de discapacidad, perfecciona los servicios que se prestan y define las funciones de los organismos de la Administración Central del Estado para el cumplimiento efectivo de estas disposiciones.

El ejemplo más claro de modificación de políticas que favorezcan a las personas en situación de discapacidad, es la aprobación en referéndum popular de la Ley No. 156/2022  “Código de las Familias”.  El beneficio a las personas en situación de discapacidad es uno de los temas centrales de éste nuevo Código,  el cual recoge entre los principios que rigen las relaciones que se desarrollan en el ámbito familiar la igualdad y no discriminación y se establece como derecho de las personas en el ámbito familiar “la autodeterminación, voluntades, deseos, preferencias, independencia y la igualdad de oportunidades en la vida familiar de las personas adultas mayores y aquellas en situación de discapacidad”. (Artículo 4 inciso K). Asimismo,  recoge el cuidado que se les debe dar a las personas en situación de discapacidad, por su familia, por personal calificado y por las instituciones cuyo fin sea atender a estas personas.
B: Prestación de servicios

La integración de las personas en situación de discapacidad en la comunidad implica que los servicios sociales destinados a este grupo sean efectivos y respondan a sus verdaderas necesidades. Sobre la base de estos principios se desarrollan varios programas específicos contenidos dentro del sistema de la Seguridad Social. En nuestro país existen varios programas vinculados a la Salud Pública y la Asistencia Social que incluye la atención a personas en situación de discapacidad, en hospitales, policlínicos, clínicas estomatológicas, hogares de personas en situación de discapacidad y otros. 

Intervienen además en la prestación de servicios a este grupo otras instituciones, el Ministerio de Educación, el Ministerio de Educación Superior, el Ministerio de Cultura, el Ministerio de Industrias, el Instituto Nacional de Deporte, Educación Física y Recreación entre otros. Para facilitar la coordinación entre las instituciones que dan seguimiento al tema, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social coordina el trabajo de los distintos ministerios. 

El Estado asume el pago de estos servicios. Se mantiene la implementación del servicio de Asistente Social a Domicilio que se otorga a adultos mayores o personas en situación de discapacidad que vivan solas y sin familiares, y la protección a las madres de hijos con discapacidad severa.

Para la atención a este grupo de la población, se estimula también la participación de los actores económicos del territorio en formas de gestión no estatal, sobre todo en los cuidados y en la entrega de recursos, contenido en el Acuerdo 9153 del Consejo de Ministros. Este acuerdo establece acciones con el fin de elevar la calidad de los servicios sociales para la atención de personas, familias, hogares, grupos y comunidades en situaciones de vulnerabilidad social; y diversificar y ampliar la protección de la Asistencia Social

A los servicios existentes se agrega la teleasistencia que tiene como objetivo gestionar una atención personalizada que pueda mejorar las condiciones de seguridad y compañía en la vida cotidiana, potenciar la independencia y facilitar la integración de la persona en su entorno habitual de convivencia. Asimismo, se potencian los servicios de interpretación y subtitulaje en la televisión y el acceso de los medios de comunicación a través de la telefonía celular, con las video llamadas y los mensajes de texto. 

A partir de la informatización de la sociedad cubana, se han desarrollado aplicaciones para acceder a determinados servicios, fundamentalmente bancarios y de adquisición de productos. Actualmente se trabaja en la accesibilidad de estas aplicaciones con sus desarrolladores. Por otra parte, ya se cuenta con una aplicación de inteligencia artificial cubana, que en una primera etapa reconoce diferentes denominaciones de billetes y tarjetas bancarias. Ya se implementa de manera experimental el reconocimiento de colores y objetos.

En relación con la figura de “la persona cuidadora” la ley 156 de julio de 2022 (Código de las Familias) regula aspectos novedosos. En su Artículo 413 establece que: “a efectos de este Código, la persona considerada cuidadora familiar es aquella que asume total o parcialmente la responsabilidad de la atención de una o varias personas que forman parte de su familia, quienes, por razones derivadas de la edad, la enfermedad o su discapacidad, se encuentran en situación de dependencia para realizar sus actividades de la vida diaria y satisfacer sus necesidades materiales y emocionales”.  Asimismo, el Artículo 414 establece que corresponde a la persona cuidadora familiar asumir el cuidado personal, ayudar en la educación y la vida social, gestiones administrativas, movilidad, vigilancia permanente, ayuda psicológica, comunicación, actividades domésticas u otras de similar naturaleza, apoyada por otras personas del grupo familiar. 

Además, se establece que la persona cuidadora familiar asume de conjunto y de manera altruista con la persona a su cuidado, las decisiones y conductas a seguir, garantizando que en todo caso se respeten la autonomía, las voluntades, los deseos, las preferencias y la dignidad de la persona a quien se cuida.

La ley 105 de Seguridad Social prevé la protección de las personas en situación de vulnerabilidad con prestación monetaria, en servicios sociales y entrega de recursos a cargo del presupuesto de la asistencia social.

El artículo 5 de esta Ley, protege a las personas que en estas circunstancias deben abandonar su vínculo laboral, aprobando la pensión que corresponda, aun cuando no se hayan cumplido los requisitos de edad y tiempo de servicios para obtenerla. El núcleo familiar es protegido con una prestación monetaria de la asistencia social cuando,  para mantener los cuidados de la persona en situación de discapacidad, el cuidador se desvincula del empleo y por lo tanto decrecen los ingresos económicos para el pago de los servicios básicos.

Actualmente en Cuba, el servicio de asistencia social a domicilio protege a 14 mil 541 personas, de ellas 11 mil 154 adultos mayores y 3 mil 773 personas en situación de discapacidad, lo que permite, además, que los cuidadores puedan contar con recursos económicos para la atención de las personas bajo su responsabilidad.

Existe una protección a las madres de hijos con discapacidad severa que abarca a 3 mil 802 madres, que consiste en el reconocimiento del tiempo dedicado al cuidado de su hijo como años de servicios a fines de la jubilación y la protección monetaria de la asistencia social. 

Por acuerdo 9152 de marzo de 2021 del Consejo de Ministros, se aprobó una política para la atención a las personas en situación de vulnerabilidad, donde se define el acceso a los servicios a partir del grado de necesidades que presente cada una. Las personas en situación de discapacidad con respecto a los servicios que reciben, eligen quien los cuidará o apoyará, define donde y con quién vivir.

Los servicios que reciben las familias y las personas en situación de discapacidad están dentro del rango de subsidios o créditos. En relación a la cuantía si el beneficiado considera que no le satisface sus necesidades mínimas, solicita una revisión de su expediente, con la exposición de sus necesidades aportando evidencias, lo cual es sometido a un análisis de las Direcciones de Trabajo municipales y se le da respuesta con un incremento, si corresponde, o entrega gratuita de recursos o productos de máxima necesidad. 

Por otro lado, los organismos, instituciones y organizaciones de la sociedad y del Estado, promueven programas de habilitación y rehabilitación dirigidos a las personas en situación de discapacidad, con el fin de que desarrollen su autonomía personal e independencia en el entorno sociofamiliar. Las familias promueven la incorporación de las personas en situación de discapacidad a estos programas y se vinculan al proceso como parte de su capacitación para contribuir con la adecuada participación e inclusión de estas en la comunidad. 

C. Monitoreo y Supervisión

Existe un Sistema Nacional de Información Estadística de Discapacidad que posibilita la investigación y la generación de informaciones específicas sobre este grupo poblacional e incide en el diseño de las políticas sociales.

D. Remodelación del mercado/Desafíos y oportunidades

A partir de la situación generada por la COVID-19, se implementó un servicio de mensajería que propiciaba evitar exponer a las personas en situación de discapacidad a contagios. Además, a aquellas que se encontraban en disposición de acceder a los servicios directamente, se les facilitó el acceso de manera prioritaria, ello con la finalidad de que mantuvieran su autonomía,  pero con un mejor grado de protección.

Los proveedores de servicios participan en los esfuerzos para incorporar un enfoque de derechos humanos a la discapacidad, buscando que los servicios y productos sean más accesibles. Se sostienen intercambios con los proveedores de estos servicios para que en el diseño de los mismos se tengan en cuenta las personas con discapacidad. Entre estos proveedores encontramos a empresas del sector estatal y otros actores económicos, los cuales se van sumando al objetivo de nuestro país de contar con una sociedad más inclusiva y participativa. 
Ejemplo de ello fue el desarrollo de la aplicación móvil Transfermóvil, la cual permite gestionar, desde el celular, determinados servicios bancarios y pagar servicios como la electricidad, el agua, gas, entre otros. Este software, cuenta con alto grado de accesibilidad y fue perfeccionado a raíz de encuentros de personas en situación de discapacidad con los desarrolladores.

En nuestro país se solicita la opinión de las personas en situación de discapacidad y sus familiares, respecto a los programas e iniciativas que desarrolla el Estado[footnoteRef:1]. [1:  Las tres asociaciones no gubernamentales que agrupan a las personas en situación de discapacidad: la Asociación Cubana de Personas con Discapacidad Físico-Motora (ACLIFIM), la Asociación Nacional del Ciego (ANCI) y la Asociación Nacional de Sordos de Cuba (ANSOC), participan activamente en los procesos de adopción de decisiones políticas, y en la elaboración de programas sociales en el marco de la Consejo Nacional para la Atención a las Personas con Discapacidad (CONAPED) y la implementación del Plan de Acción Nacional.
] 


A partir de ese intercambio, se envían las opiniones y sugerencias a los diferentes órganos del Estado y el Gobierno para que se impulsen los ajustes razonables que sean de vital importancia y den solución a los problemas que se identifican. Además, en las reuniones mensuales de la Comisión Nacional de Seguimiento y Monitoreo a la implementación de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, se canalizan aquellas dificultades que quedan pendiente de respuesta.

Es una práctica del Estado cubano realizar consultas a las tres organizaciones de personas en situación de discapacidad, tanto para temas específicos relacionados con disposiciones sobre sus derechos, como para otras legislaciones de carácter general. Por ejemplo, estas organizaciones participaron activamente en los procesos de elaboración y consulta del nuevo Código de las Familias, aprobado recientemente en referéndum popular. 

Actualmente los objetivos estratégicos (a corto plazo) identificados para mejorar la calidad, disponibilidad y eficacia de los servicios para las personas en situación de discapacidad en son:

· Legalizar la Lengua de Señas Cubanas. 
· Crear la Asociación de personas con discapacidad intelectual.
· Perfeccionar el funcionamiento de la Comisión Nacional de seguimiento y monitoreo de la implementación de la Convención sobre los Derechos de las Personas en situación de Discapacidad. 
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